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Introducción a la obra de Georg Rusche y Otto Kirchheimer

Editado en 1939 por la Columbia University Press, Pena y estructura social constituye la primera publicación importante de la Escuela de Frankfurt en su sede americana. El manuscrito original fue redactado exclusivamente por GEORG RUSCHE entre 1930 y 1933, tras lo cual y como consecuencia del ascenso al poder del nacional-socialismo, Rusche abandona Alemania a donde jamás regresaría, así como tampoco a la problemática criminológica, desplazándose su interés a los análisis económicos. En 1937 MAX HORKHEIMER, director del Instituto en Nueva York, asigna a OTTO KIRCHHEIMER la tarea de reelaborar el manuscrito, lo que se llevará a cabo sin ningún contacto con Rusche. A propósito de esta forma peculiar de escritura “conjunta”, hay otro aspecto que conviene mencionar. En el prefacio elaborado por Horkheimer se indica que a excepción de los capítulos II al VIII, el resto “constituyen ideas exclusivas del propio Kirchheimer”. Una afirmación que debe ser corregida puesto que el capítulo I (Introducción) contiene buena parte de las tesis elaboradas por Rusche en artículos que publicó entre 1930 y 1933. De los capítulos IX al XII, por el contrario, no hay duda de que pertenecen en exclusiva a Kirchheimer, lo cual se puede apreciar en tanto que el capítulo IX aborda el análisis del periodo 1880-1930 desde una perspectiva completamente distinta a los anteriores, ruptura que se acentúa del capítulo X en adelante a medida que se hace perceptible un desplazamiento del énfasis de los condicionantes socioeconómicos hacia los de tipo político. A pesar de esta elaboración incierta, se trata quizá la obra cumbre de la Teoría Crítica desde el punto de vista del análisis criminológico, en tanto supone el paso del objeto de conocimiento de lo “desviado” a los mecanismos de control social y al proceso de criminalización de los individuos y sus conductas.

Los conocimientos jurídicos de estos autores les permitieron desarrollar diversas investigaciones acerca del estudio de la criminalidad y la forma de integración política del individuo en la sociedad capitalista de esa época. Sus investigaciones tuvieron como punto de partida la crítica a la escuela positivista, a la sociología criminal-liberal, al capitalismo y por último al derecho penal entendido en sus más avanzadas concepciones clásicas de la defensa social. Así exponen en su libro Punishment and Social Structure que ciertos enunciados provenientes del derecho penal no se cumplen en la realidad o bien estos postulados no alcanzan su finalidad; el derecho penal no defiende con igualdad a todos los individuos y los bienes en los cuales aquellos están interesados, sino por el contrario, de forma desigual; el estatus de criminal tampoco es igual para todos ni está preconcebido sino que es generado por distintas estructuras (sociales y económicas) institucionalizadas. Se manifiesta así la desigualdad existente entre el derecho formal y sustancial, y aplican la misma teoría social (crítica) a la criminología.

El derecho penal tiende a deslegitimizarse, favoreciendo en este proceso a los intereses de las clases dominantes al neutralizar sus conductas típicas penales, ligadas a la existencia de la acumulación capitalista, y paralelamente o casi necesariamente, aplicando el proceso de etiquetamiento a las clases inferiores. Las máximas posibilidades de ser seleccionado para formar parte de la “población criminal” aparecen de hecho concentradas en los niveles más bajos de la escala social (subproletariados y grupos marginales).

Es importante destacar que estos dos autores además de relacionar los conceptos de mercado de trabajo y sistema penal, han dado un extraordinario aporte al estudio de las cárceles. Evidencian la relación histórica entre cárcel y fábrica, que luego es profundizado por Foucault en su libro Vigilar y castigar, pero que es esencial para entender a la institución carcelaria.

“La esperanza de la conmutación tendía a reforzar la disciplina mientras servía como sustituto de salarios monetarios. El abandono del trabajo forzado en las últimas décadas del siglo XIX fue en gran medida el resultado de una oposición por parte de los trabajadores libres. Esta oposición fue siempre fuerte pero recibió un nuevo estímulo de la desaparición gradual de la frontera. Allí donde las organizaciones de la clase trabajadora eran lo suficientemente fuertes para influir en las políticas estatales, conseguían obtener una completa abolición de todas las formas de trabajo forzado (Pensilvania, 1887) lo que causó bastante sufrimiento a los prisioneros, o al menos en obtener limitaciones muy considerables tales como que se trabajara sin maquinaria moderna, con tipos de industrias de prisiones convencionales antes que modernos, o trabajando para el gobierno en vez de para el libre mercado.” (Rusche y Kirchheimer, p.131-132).

La cárcel y su tratamiento penitenciario para estos autores vienen a ser uno más de los compartimentos para que sea posible la socialización e instrucción de la vida del individuo, como pueden ser la escuela, la familia o la universidad. Así se asegura el aparato coercitivo un margen en el control de la realidad social, a través de la exclusión absoluta del mercado laboral. Pero esta instrucción también continúa dentro de las prisiones, en tanto es necesario convertir al individuo en un “buen detenido”. Este estatus se alcanza a través del control formal e informal del personal penitenciario; de todos modos, la prerrogativa más importante de dicho sistema radica únicamente en contribuir a la conservación de la disciplina, y no tiene valor reeducativo puesto que el comportamiento exigido al recluso se limita a la mera sumisión a las formalidades externas de la disciplina carcelaria, esto es, a producir una conducta completamente conformista, como indican Rusche y Kirchheimer. De forma análoga se expresa M. Foucault en su famoso concepto de “cuerpos dóciles”; encauzamiento a los individuos por medio de la disciplina y corrección tratando de obtener un cuerpo manipulable. Un pasaje interesante de Punishment and Social Structure, ilustra la relación entre ocupación (mercado) y criminalidad (pp.107-108), citando a Marx: Todos están de acuerdo en que nada más allá del mínimo indispensable debería ser suministrado a los prisioneros. Al considerar los costes de reproducción del poder de trabajo como el factor determinante en los salarios, Marx toma nota de que la economía política trata con el trabajador sólo en su capacidad como trabajador.

“La economía política, por lo tanto, no toma en cuenta al más vago, al miembro de la clase trabajadora, en cuanto se encuentra él mismo excluido del proceso de producción. El pícaro, el canalla, el mendigo, el desempleado, el miserable, el hambriento y el criminal, ocupado en los trabajos forzados, son tipos que no existen por ello, que existen sólo ante los ojos del médico, el juez el sepulturero y el funcionario de prisiones: fantasmas fuera de su ámbito.”

Ambos autores estuvieron ligados a la concepción de que el derecho es un mecanismo de control de la sociedad burguesa. Lo que significa decir que el contenido es un conjunto de compromisos políticos que las clases sociales, habían establecido dentro del capitalismo. Los mecanismos de control que provienen del aparato normativo penal recaen en sus diferentes grados de castigo, según el sistema de producción a que corresponde cada individuo. De esto se deriva que: aquellos grupos dentro de la escala social menos favorecidos (en condiciones de subsistencia de mercado) le correspondería mayores castigos penales. A diferencia de su antecesor Horkheimer, estos nuevos autores consideraron al orden social desde una perspectiva diferente. Para estos últimos, la integración social representa un proceso que se produce no sólo mediante el siempre inconsciente cumplimiento de los imperativos funcionales de la sociedad, sino que van más allá de ello: consideraron los procesos de comunicación política entre los diferentes grupos sociales.

Hay cuatro grandes tesis en esta obra conjunta.

1. “Cada sistema de producción tiende al descubrimiento de castigos que corresponden a sus relaciones productivas. Resulta por lo tanto necesario investigar el origen y destino de los sistemas penales, el uso o la elusión de castigos específicos y la intensidad de las prácticas penales en su determinación por fuerzas sociales, sobre todo en lo que respecta a la influencia económica y fiscal” (p. 3).

2. Se parte del hecho de que la población criminal recluta predominantemente entre las clases más bajas de la sociedad.

3. Si la pena pretende tener efectos realmente disuasivos sobre los potenciales criminales, debe ser de una naturaleza tal que produzca una disminución aún mayor de sus condiciones actuales de existencia.

4. Si queremos concretar la propuesta que sostiene que una ejecución penal eficaz debe intimidar a aquellos estratos sociales inferiores más propensos a cometer delitos, debemos tener perfectamente en claro cuáles son las categorías económicas que determinan el destino de dichos estratos. Como no resulta difícil comprender que dichos estratos no disponen de otro bien que su fuerza de trabajo, puede concluirse que es el propio mercado de trabajo la categoría decisiva y adecuada que debe adoptarse.

Así, en condiciones de superabundancia laboral, las penas –para conservar su función disuasoria- asumirán formas crueles que pueden llegar a las prácticas de exterminio masivo de los delincuentes. Por el contrario, en situaciones en que los trabajadores son escasos, las penas asumirán formas que permitan utilizar el potencial laboral de la población criminal. Como indica Rusche, la situación del mercado de trabajo no está determinada exclusivamente por la escasez o abundancia de mano de obra. Intervenciones de carácter político pueden corregir y alterar el movimiento de la oferta y la demanda. La cárcel cumpliría entonces la función de regulador coactivo del mercado laboral. La caracterización de este mercado, tal como es utilizada por Rusche y Kirchheimer, ha sido criticada por cuanto significa una reducción de la categoría marxista de relaciones de producción. En el fondo no poseen una teoría sobre lo que acontece en el siglo XX, o por lo menos no la poseen del mismo modo que para el periodo precedente.

La segunda crítica se refiere a la ausencia del concepto de disciplina, la cual parte de manera explícita de las formulaciones de Michel Foucault en Vigilar y castigar relativas a la función de la cárcel, destinada simultáneamente a la creación de delincuentes y de cuerpos dóciles a través de la normalización, o a lo que de forma similar como indica Masimo Pavarini, representa la tendencia a la pérdida de funciones reeducativas reales de la cárcel moderna, para adquirir plenamente una función ideológica de terror represivo.

La defensa del enfoque de Rusche y Kirchheimer, viene a exponer que la literatura de la época sobre la condición de las prisiones sostiene, en primer lugar, que la mera privación de libertad no constituye una pena efectiva para las clases inferiores. La conclusión a que se llega es la de que la condición necesaria para la reinserción social del detenido es la sumisión incondicional a la autoridad. Defensa que no resulta completa si no se extiende a ciertas críticas formuladas al idealismo de Foucault, es decir, a la forma diluida en que se presentan en su obra los elementos “infraestructurales”. Crítica ante la cual cabe apelar a la misma obra de este autor, para quien “No hay duda e que, por encima de toda esta organización, la existencia de los suplicios respondía a otra cosa muy distinta. Rusche y Kirchheimer tienen razón de ver en ella el efecto de un régimen de producción en el que las fuerzas del trabajo, y por ende el cuerpo humano, no tienen la utilidad ni el valor comercial que habría de serles conferido en una economía de tipo industrial” (Vigilar y castigar, p. 60).

Tal vez habrá que concluir que la disciplina y los condicionamientos económicos deben entenderse como las partes de un todo, sólo separables en términos analíticos.

Prólogo (Max Horkheimer)

La mayoría de los estudiosos de la penalidad de orientación liberal afirman que la protección de la sociedad constituye el fin de la misma, diferente en su esencia a la venganza y a la retribución, entendidas ambas como características del sistema penal en el pasado, e insistiendo en el tratamiento penal como un análisis no emocional y científico del problema. Los autores, logrando un desenmascaramiento del positivismo, muestran en cambio las estrechas interrelaciones entre la pena y la cultura que la ha producido: las penas corporales o las torturas del pasado, no representan una evidencia de instintos sádicos por parte de quienes las utilizaron; más bien dan testimonio del hecho de que quienes las adoptaron no concebían un medio mejor, esto es, más eficiente para asegurar la defensa de los valores sociales que protegían.

I. INTRODUCCIÓN

A pesar del incremento de los estudios de sociología criminal, el desarrollo histórico de los sistemas punitivos constituye un campo prácticamente inexplorado, lo cual puede deberse al hecho de constituir una problemática considerada desde el punto de vista de la teoría jurídico-penal. En ese sentido, ninguna de las teorías de la pena, ni las retribucionistas ni las teleológicas, son capaces de explicar la introducción de métodos punitivos específicos en el conjunto del proceso social. Las teorías retribucionistas fracasan por el hecho de percibir en la relación entre culpabilidad y expiación un mero problema de imputación jurídica según el cual el individuo actúa conforme a su libre albedrío. Las teorías teleológicas por su pare, concentrándose sobre necesidades sociales ya sean reales o ficticias, tienen a considerar los problemas de índole técnica y no histórica. En consecuencia, las teorías jurídico-penales no sólo han contribuido escasamente a dilucidar la problemática socio-histórica de los métodos punitivos, sino que han ejercido una influencia negativa sobre aquella en tanto han considerado la pena como una entidad eterna e inmutable. O dicho de otra forma, la noción de desarrollo histórico en el derecho penal ha sido ajena a las teorías clásicas. El historicismo posterior, propio de finales del XIX y principios del XX, se caracterizó por el esfuerzo de percibir la evolución del derecho penal y los sistemas punitivos –así como de todo el derecho- como el desarrollo de una idea específica que venía significada por el progreso.

Para Rusche y Kirchheimer, hay que destruir el vínculo, transparente o no, entre delito y pena para poder comprender la historia de los sistemas punitivos. La pena no es ni una simple consecuencia del delito, ni su cara opuesta, ni un simple medio determinado para los fines que han de llevarse a cabo; por el contrario, debe ser entendida como un fenómeno social independiente de los conceptos jurídicos y los fines. La pena como tal no existe; existen solamente sistemas punitivos concretos y prácticas determinadas para el tratamiento de los criminales. Cada sistema de producción tiende al descubrimiento de métodos punitivos que corresponden a sus relaciones productivas, por lo que resulta necesario investigar el origen y destino de los sistemas penales en su determinación por fuerzas sociales, sobre todo en lo que respecta a la influencia económica y fiscal. El retorno a esos factores condicionantes permite observar que constituye una obviedad la simple afirmación de que las formas específicas de castigo corresponden a una etapa determinada del desarrollo económico. Sólo el desarrollo específico de las fuerzas productivas permite la introducción o el rechazo de las sanciones que les corresponden; pero antes de que tales métodos potenciales puedan introducirse, la sociedad debe encontrarse en posición de incorporarlos como parte de la totalidad social y económica del sistema. Tales problemas forman parte de esta obra, máxime al tratar de mostrar que en la transición hacia la sociedad industrial moderna, la libertad de la fuerza de trabajo como condición necesaria para su empleo productivo, reduce al mínimo la función económica del trabajo carcelario; y en tanto la población carcelaria no es utilizada para cubrir las necesidades del mercado de trabajo, la elección de los métodos punitivos se ve ante todo influida por intereses de tipo fiscal.

II. BAJA EDAD MEDIA

Las penas pecuniarias, impuestas al injuriado por una autoridad judicial o privado, fueron los métodos de sanción preferidos durante la alta Edad Media. Más tarde, durante la baja Edad Media, fueron gradualmente reemplazados por un severo sistema de penas corporales y de muerte que, a su vez, desapareció por las penas privativas de libertad alrededor del siglo XVIII.

Se trataba de un sistema en que predominaban relaciones de carácter tradicional y un sistema legal de contornos delimitados con precisión. Ambas condiciones cumplían la función de prevenir tensiones sociales y promover la cohesión, dos rasgos característicos del periodo medieval. De este modo se explica el papel secundario del derecho penal, destinado a la preservación de la jerarquía social. El significado del derecho penal residía entonces en el mantenimiento del orden público entre iguales en estatus y riqueza.

Las distinciones de clase se manifestaban en diferencias en el grado de la pena pecuniaria, graduada según el estatus social del delincuente y el de la parte ofendida. No obstante, las diferencias de clase constituyeron también uno de los principales factores en la evolución del sistema de las penas corporales. La imposibilidad de los delincuentes provenientes de las clases bajas de pagar las penas pecuniarias, condujo en estos casos a su sustitución por las penas de tipo corporal.

Tres son los factores más importantes que convergen para eliminar el carácter privado del derecho penal en la alta Edad Media y transformarlo en un instrumento de dominación social.

· El incremento de las funciones disciplinarias de los señores feudales en relación con aquellos que se encontraban en estado de dependencia económica.

· La lucha de las autoridades centrales por incrementar su influencia extendiendo sus derechos jurisdiccionales; siendo intrascendente para explicar la decadencia del derecho penal privado considerar si las tendencias centralizadoras son producto del poder real (Francia, Inglaterra) o de los príncipes (Alemania).

· Los intereses de tipo fiscal, rasgo común a todas las autoridades mencionadas. La administración de la justicia criminal, lejos de suponer una carga, significaba una fuente considerable de ingresos. Así, el intento de obtener ingresos de los fondos de la administración de la justicia criminal, constituyó uno de los principales factores para transformar el derecho penal desde un mero sistema de arbitraje entre intereses privados a una parte fundamental del derecho público.

Las condiciones de vida de las clases inferiores comenzaron a ser menos favorables durante el siglo XV, entre otras cosas por el agotamiento de la productividad de la tierra. A comienzos del XVI la opresión de los campesinos por los terratenientes alcanzó situaciones extremas en Inglaterra sobre todo porque se añadía la política de cercamiento de los campos y el surgimiento de sistemas capitalistas de pastoreo. La explotación de las masas empobrecidas de esa época dio origen a enormes fortunas familiares, que además contaban con una abundante mano de obra siempre disponible; por todo lo cual la tasa de acumulación de capital se incrementó de forma notable.

La caída del nivel de los salarios a la mitad de su valor real, ilustra los cambios sociales, verificándose ya en esa época conflictos considerados característicos del siglo XIX: huelgas en demandas de mejoras salariales, boicots obreros y cierres patronales. Los intensos conflictos sociales condujeron a la creación de un derecho penal orientado directamente contra las clases bajas. El constante incremento de los delitos entre los grupos proletarios más golpeados por la pobreza, obligó a las clases dominantes a buscar nuevos métodos que hicieran más efectiva la administración de la justicia criminal. El sistema penal, con su régimen dual de penas corporales y pecuniarias, sigue inalterado exceptuando que la elección de los regímenes se realizaba teniendo en cuenta la clase social del condenado, hasta el punto que ya no se permitió el arreglo privado de las disputas provenientes de un hecho como el hurto. Dado que la mayoría de los delincuentes procedían de las clases inferiores, la palabra villano adoptada originalmente para designar a los miembros de una determinada clase social se convirtió en un criterio de inferioridad moral.

La creación de un derecho eficaz para combatir los delitos contra la propiedad constituía una de las preocupaciones centrales de la ascendente burguesía urbana. Gracias a esta presión, la pena pecuniaria se transforma, de una compensación debida a la parte afectada, en un método de enriquecimiento de jueces y funcionarios de la administración de justicia. En la práctica estaba reservada a los ricos, del mismo modo que las penas corporales se convierten en la forma punitiva aplicada por excelencia a los pobres. Con el incremento del delito entre las masas empobrecidas, las diferencias de clase en la ejecución de las penas se hacen más profundas. El derecho penal medieval cobra así un carácter especial no por una alteración fundamental del sistema punitivo, sino por el cambio operado en su aplicación. Así, quienes poseían dinero suficiente para pagar, podían comprar la exención de las penas. En cambio, el mayor número de los delitos registrados era contra la propiedad, cometidos justamente por aquellos que no la poseían y a los que no se les podía aplicar una pena de tipo pecuniario (multa). Cuanto más se empobrecían las masas, más severas se tornaban las penas que intentaban desviarlas del delito. Las penas corporales (ejecución, mutilación, azotes) comenzaron a incrementarse hasta que finalmente se convirtieron de medio suplementario en la forma punitiva normal, en especial por lo que afectaba directamente a las clases bajas. Es bien conocido el extraordinario incremento de las penas de muerte durante el transcurso del siglo XVI, e incluso los métodos de ejecución se volvieron más brutales añadiendo diversas formas de mutilación. También aumentan el número de estas últimas, por lo cual, además de los sufrimientos infligidos, cabe considerar que le era muy difícil a quien había recibido un castigo encontrar nuevamente un trabajo honesto, por lo que el condenado se veía forzado a reincidir en el delito. El exilio también resultaba penoso para las clases bajas, pues a quien escapaba de la horca en su propia ciudad, lo esperaba la muerte en aquella donde buscaba refugio.

En definitiva, todo el sistema punitivo de la baja Edad Media y su creciente desprecio por la vida y condición de los condenados demuestra claramente que no existía escasez de mano de obra, por lo menos en las grandes ciudades y con la disminución del precio de la fuerza de trabajo se redujo también el valor de la vida humana. En este sentido el sistema penal actúa de forma selectiva a la manera de una hambruna o terremoto artificial, destruyendo a quienes las clases dominantes consideran inútiles para la sociedad. Ese criterio selectivo constituye el verdadero aspecto sádico de la totalidad del sistema o el constituir parte de un círculo vicioso, más que los efectos disuasorios del carácter público de las penas, aspecto que ocupaba un segundo plano. Y junto a ello cabe reconocer la escasa efectividad de una política criminalista que condujo a los fuera de la ley, mutilados y marcados a permanecer al margen de la sociedad “honesta”. En cuanto a la brutalidad de las penas, no podemos detenernos en su carácter inmanente ni tampoco puede ser atribuida a la crueldad de una época pasada. La crueldad es un fenómeno social que debe ser entendido tan sólo comprendiendo las relaciones sociales prevalecientes en un periodo histórico determinado.

III. MERCANTILISMO Y SURGIMIENTO DE LA PENA DE PRISIÓN

Hacia finales del XVI, los métodos punitivos medievales comenzaron a sufrir un cambio lento pero profundo con el creciente interés que recibía la posibilidad de explotación de mano de obra de los condenados a penas de prisión. Estos cambios constituyeron el resultado no de consideraciones humanitarias, sino de un cierto desarrollo económico que revelaba el valor potencial de una masa humana a entera disposición del aparato administrativo.

El crecimiento demográfico en la segunda mitad del XVI fue incapaz de cubrir la creciente demanda y nuevas posibilidades de empleo. Tanto en Inglaterra como en Francia el aumento de la población se mantuvo detenido a causa de las guerras religiosas y de disturbios internos. En Holanda la escasez de fuerza de trabajo importada alcanza tal intensidad que obliga a los propietarios a pagar salarios tan altos que incidían directamente sobre sus condiciones de vida. Bajo el Antiguo Régimen la falta de vías de comunicación, así como la legislación prohibitiva de la circulación de granos, bloqueaba la tendencia a la uniformidad interregional de los precios. Además, la falta constante de continuidad en la oferta de fuerza de trabajo así como la baja productividad del mismo, significó un cambio radical en la posición de las clases propietarias. Justo cuando la expansión de los mercados y el incremento en el equipamiento técnico precisaban una mayor inversión de capital, la fuerza de trabajo se transforma en una mercancía relativamente escasa. Los capitalistas se vieron entonces obligados a dirigirse al Estado para obtener la restricción de los salarios y la productividad del capital. Por otra parte, la estrategia militar, así como los métodos de reclutamiento y mantenimiento de la disciplina, estaban también determinados por la escasez de fuerza de trabajo, de ahí que las levas forzosas comiencen a aparecer durante este periodo. Inglaterra lleva a cabo sus guerras coloniales casi únicamente con soldados extranjeros, con el argumento de que su población podía ser más rentable ocupada en las artes y oficios de la paz. La escasez de efectivos fue a veces tan grave, que los ejércitos tuvieron que verse reforzados con criminales convictos. De este modo el ejército comenzó a ser considerado como una especie de organización penal, apropiada para vagos, mendigos y expresidiarios.

La política del periodo mercantilista denota una notable facilidad de la actividad empresarial acorde con el esfuerzo del absolutismo de desarrollar la industria, ensayándose todas las formas de incentivos posibles, como premios, privilegios, derechos en monopolio, tarifas y restricciones a las empresas. En Francia, por ejemplo, la gran industria era en su mayor parte artificial y sobrevivía con la ayuda y el patrocinio de la Corona. La clase dirigente utilizó todo el peso de su influencia para favorecer la actividad de los empresarios, de ahí que la emigración de la fuerza de trabajo fuera al final prohibida por el Estado. Un decreto francés de 1682 llega incluso a introducir la pena de muerte para los que emigraran y la prisión para quienes incitaran a la emigración.

Ante esta escasez de mano de obra, algunos autores de la época sostenían que un Estado deseoso de incrementar su población debía convertirse en asilo para todos los oprimidos y perseguidos en otros países y que no se debería entregar jamás un individuo prófugo en busca de refugio. En general todas las propuestas reformistas se basaron en la idea de que a la gente se le puede obligar a trabajar tan sólo con la existencia de bajos salarios. Mandeville, en su famosa fábula de las abejas, sostiene: “Frente al hecho de que la humanidad muestre una excepcional inclinación al ocio y al placer, ¿qué razón nos puede hacer pensar que trabajaría si no fuera sometida a una acuciante necesidad?”. También se pensaba que cierto aumento en los precios de los productos básicos no era contraproducente, sino un estímulo al trabajo.

El cumplimiento de las regulaciones fabriles se convirtió en un problema de suma importancia como resultado de la escasez de fuerza laboral, sobre todo calificada. Se introdujeron severas reglas para el control de la actividad de los trabajadores, pero la piedra angular de las regulaciones gubernamentales del mercado laboral fue la prohibición de las organizaciones obreras. Otra importante fue alentar el trabajo de los menores por todos los medios, proporcionando el Estado jóvenes provenientes de orfanatos a los fabricantes de manufacturas. También se constata la existencia de trabajo forzado, ofrecido por el Estado a las empresas de forma coactiva, o en las casas de trabajo (workhouses).

Otro de los problemas fue el tratamiento de los pobres. Max Weber observó correctamente que la ética medieval no sólo había tolerado la mendicidad, sino que había llegado a glorificarla en las órdenes mendicantes o a través de la caridad, que constituía una función esencial de los poderosos de este mundo. Por otra parte, las incursiones del Estado en este campo se realizaban con el objeto de mantener bajos los salarios y asegurar una adecuada oferta de mano de obra. Pero el problema de la relación entre trabajo y pobreza sufrió un cambio radical durante el siglo XVI, cuando las condiciones de vida de las clases inferiores se deterioraron tanto. A diferencia de las clases dirigentes en el sistema feudal, la actitud de la burguesía hacia el trabajo y la pobreza insiste en la doctrina del mérito individual y la glorificación del trabajo. De este modo la riqueza perdió su marca pecadora y la idea de la generosidad voluntaria hacia los pobres como absolución de las faltas perdió su sentido.

La burguesía inglesa y holandesa no tuvieron a su disposición los monopolios y privilegios reales y coloniales de las viejas compañías mercantiles por ello encontraron en el calvinismo el fundamento teórico de su actividad ascética, altamente necesaria en un momento de carencia extrema de capitales. Las virtudes funcionales que colaboraban con la producción y restringían el consumo, especialmente el de tipo suntuario en el que se incluyen las limosnas, constituyeron las bases del terreno puritano en el que la adopción de métodos racionales y uniformes de producción marcó los límites de su inspiración religiosa, todo lo cual contribuyó a allanar el camino para una de las condiciones necesarias del surgimiento del capitalismo moderno: la acumulación de capital. Para esta actitud, los pobres son culpables de su situación puesto que son demasiado indolentes para trabajar. Curiosamente las autoridades de la Iglesia católica adoptaron en el campo de la asistencia a la pobreza las mismas medidas que cabe en principio considerar como típicamente calvinistas, lo que indica que dicha doctrina proveyó una fundamentación intelectual ampliamente aceptada por la actitud burguesa hacia los problemas sociales. Una doctrina de este tipo no contemplaba un espacio para la mendicidad y se oponía a las prácticas católicas medievales de la caridad indiscriminada. El calvinismo conocía un método mejor para utilizar esta fuente potencial de riqueza, un método que encontraba su justificación en la condena de la mendicidad, estimada como el pecado de la indolencia y violación de los deberes de amor fraterno. Ello explica que durante el siglo XVI se acentuara el énfasis en la distinción entre mendigos aptos e ineptos para el trabajo, considerándose a los últimos como sujetos adecuados para un sistema racional de asistencia social, y a los primeros como destinatarios para la política penal.

La consideración de los mendigos como criminales constituye un indicio de la impotencia de las autoridades en el tratamiento de esa masa de personas superfluas, lo cual explica además las severas medidas adoptadas. Un estatuto inglés de 1547 establecía que todos los vagabundos que se negaran a trabajar o que escaparan de sus tareas podían ser entregados como esclavos durante dos años. Las quejas características de la baja Edad Media referentes a los delitos contra la propiedad, así como a otros crímenes graves cometidos por seres desesperados que carecían de medios de subsistencia, dieron paso a protestas en oposición al ocio de los vagabundos por las pérdidas que esto significaba para la nación.

En esa época, los ingresos de los mendigos, como los actuales subsidios gubernamentales de desempleo, constituían el límite por debajo del cual los salarios más bajos no podían descender. Los trabajadores se transformaron a menudo en mendigos cuando deseaban un descanso durante un periodo más o menos largo, o cuando buscaban una ocupación más agradable o con mejores ingresos. Se intentó así prevenir que los pobres se alejaran de su función de fuerza de trabajo, lo cual sucedía cuando se dedicaban a la mendicidad como alternativa a trabajar por bajos salarios. Por tanto, cabe concluir que la adopción a fines del XVII de un método más humano de represión de la vagancia, la institución de las casas correccionales, constituyó también el resultado de un cambio en las condiciones económicas generales. La nueva política legislativa hacia la mendicidad fue una expresión directa de la nueva política económica. Con la ayuda de la maquinaria legislativa y administrativa, el Estado utilizó los contingentes de fuerza de trabajo que encontró a su disposición para la prosecución de sus nuevos objetivos.

La primera institución creada con el propósito específico de liberar a las ciudades de vagabundos y mendigos fue la de Bridewell en Londes (1555), aunque dicha institución obtuvo su máximo nivel en Holanda, país que poseía a finales del XVI el sistema capitalista más avanzado de Europa y donde las casas correccionales llevaban a cabo un proceso de resocialización que obligaba a los remisos a conducir su vida conforme a las necesidades de la industria y a integrarse en el mercado de trabajo. El ejemplo de Ámsterdam fue estudiado y seguido en todas partes: se trataba de la combinación de los principios que regían las casas para pobres (poorhouses), las casas de trabajo (workhouses) y las instituciones penales. En general la composición de estas casas parece haberse desarrollado de modo similar en todas partes; muchas ciudades incluso aceptaban en ellos a pobres y necesitados cuando no estaban en condiciones de ganar un salario para vivir, como los Hôpitaux généraux franceses. La fuerza de trabajo de los reclusos era utilizada de dos formas: o eran las propias autoridades las que administraban la institución, o los reclusos eran entregados en alquiler a un empresario privado. En ocasiones también el establecimiento completo se alquilaba a un contratista. De todos modos, el entrenamiento para lograr trabajadores eficientes constituía la preocupación central de las autoridades, lo cual encontraba una cerrada oposición por parte de las corporaciones y gremios, que desde el principio consideraron el trabajo sujeto a estas condiciones como una infracción a su monopolio. Los Hôpitaux généraux se ocuparon ante todo del perfeccionamiento y aplicación de los nuevos métodos de la producción, incluyendo el uso de la religión como un medio para inculcar disciplina y trabajo esforzado. No obstante su importancia, resulta imposible llegar a una conclusión general sobre el éxito de estas casas correccionales desde la perspectiva económica. Para ello deben considerarse las circunstancias de la época, el lugar, el tipo de reclusos, la mentalidad y eficiencia de la administración; no obstante lo habitual es que comenzaran generando recursos para el Estado, el cual colocaba su propio interés financiero por encima de la reeducación de los reclusos, pero finalmente estos dispositivos correccionales resultaron deficitarios.

Entre los defensores de esta institución se afirmaba, para compensar dicho déficit, que lograban reemplazar la pena de muerte por el confinamiento de los reclusos, aduciendo que si bien la ejecución podía resultar más económica a corto plazo, resultaba improductiva y por lo tanto onerosa, considerada a largo plazo. Los nuevos métodos punitivos, en cambio, obligaban a quienes habían infringido la ley, a trabajar en beneficio del Estado. La barbarie del sistema penal fue considerada cada vez más odiosa, pero lo que los filántropos y la difusión de la Ilustración no pudieron llevar a cabo, se consiguió por el valor financiero de las casas correccionales, mérito reconocido muy por encima del carácter educacional del trabajo carcelario. Otros defensores insistieron más bien en este último motivo: si los reclusos han sido por lo habitual conducidos al delito como resultado del ocio y consideran el trabajo como el peor de los males, entonces la detención sin la obligación de trabajar no constituye una pena, motivo por el cual la imposición del trabajo a los internos, con observancia de la más estricta disciplina, debe ser la primera exigencia del establecimiento. La productividad del trabajo de los reclusos adopta en esta versión una posición secundaria a causa de dar por descontado que es la administración quien debe sostener los costes que aquellos ocasionen.

En realidad, la institución de las casas correccionales no constituyó ni el resultado del amor fraterno ni un sentimiento público de solidaridad para con los desposeídos y desgraciados; por el contrario, formaba parte del desarrollo capitalista. Las casas de corrección eran ante todo establecimientos manufactureros que producían mercancías a un coste particularmente bajo como consecuencia de la fuerza de trabajo empleada. Sus bajos salarios y el adiestramiento de trabajadores no cualificados eran de enorme importancia para el conjunto de la economía material. Eran además escuelas comerciales y semilleros de la industria. Las ventajas morales y materiales de la pena de detención “moderna” –según J. Döpler, un analista de la época- provienen de que los reclusos son conducidos de la perversidad a la piedad, del vicio a la virtud, del camino de la destrucción al sendero de la salvación y del ocio que estupidiza y adormece a los hombres, al trabajo útil para ellos mismos y la sociedad.

En cuanto a su influencia religiosa, cabe decir que la justificación teórica de la nueva ética del trabajo fue ante todo calvinista, no obstante el catolicismo francés hizo concesiones teóricas a la filosofía de la naciente burguesía. En suma, el hecho de que las viejas y nuevas doctrinas religiosas colaboraran en el desarrollo de la nueva institución, prueba que las concepciones meramente ideológicas constituyeron un problema secundario con respecto a los motivos económicos, fuerzas impulsoras del conjunto de las transformaciones.

IV. CAMBIOS EN LAS FORMAS DE LA PENA

La idea de utilizar el potencial laboral de los criminales no era nueva. Pensadores de diferentes épocas habían llegado a la misma conclusión que los habitantes de la Utopía de Tomás Moro, es decir que resulta poco sabio ejecutar a quienes han violado la ley pues su trabajo es más beneficioso que su muerte. Pero esta idea no pudo ser realizada hasta que las tendencias dominantes en aquella época fueron favorables.

El trabajo forzado en las galeras sobrevivió incluso al fin del sistema económico esclavista, puesto que era muy extenso (hacían falta 350 individuos para una galera grande) e intenso por lo que era difícil encontrar hombres voluntarios. Algunas veces se llegó al extremo de organizar cacerías de hombres destinadas a la obtención de remeros. Lo que resulta significativo en el desarrollo de las galeras como método punitivo es el hecho de que se basa exclusivamente en consideraciones económicas y no penales, lo cual es válido tanto para la sentencia como para su ejecución. La introducción y regulación de este tipo de trabajo forzado estaba determinado tan sólo por el deseo de obtener la fuerza laboral necesaria al más bajo precio posible. El autor de “Galeras” en la Enciclopedia de Diderot escribió: “La introducción de la esclavitud en las galeras constituyó una medida sabia porque conservó al servicio del Estado y sin daño para la sociedad, a hombres que por sus delitos habrían sido conducidos a la muerte o al exilio; además de que resulta una medida concordante con los dictados de la humanidad”. No puede encontrarse por otra parte criterio alguno de reeducación ni en la creación ni en el desarrollo posterior del sistema de galeras como método punitivo.

Otra forma de utilización de la fuerza de trabajo de los convictos consistió en embarcarlos hacia las colonias e instalaciones militares. Aunque son métodos introducidos por España y Portugal, fue Inglaterra el primer país que introdujo de modo sistemático la deportación de criminales, un método punitivo requerido por su expansión colonial. Así pues, la necesidad de fuerza laboral constituye siempre el motivo determinante. Existía por tanto una constante escasez de mano de obra en las colonias y la búsqueda de trabajadores se convirtió en un problema apremiante; la demanda era tan grande que se creó un nuevo tipo de delito: el rapto, bandas organizadas de secuestradores, sobre todo en las ciudades portuarias, que se dedicaban a la captura de niños. La Vagrancy Act de 1857 (ley contra la vagancia) legaliza por primera vez las deportaciones. Hay que añadir que la conmutación de la sentencia de muerte por la deportación resultaba altamente ventajosa para jueces y funcionarios, puesto que recibían dinero por la venta a colonias de estos trabajadores. Ello también explica que los prisioneros más ricos pudieran liberarse pagando su precio, convirtiendo de este modo la sentencia en un simple destierro. La única diferencia entre los deportados y los esclavos consistía en que los primeros se encontraban bajo detención por un lapso limitado de tiempo y después eran liberados, esto es, no eran vendidos sino arrendados por el tiempo que duraba la condena. Para la época inmediatamente anterior a la Revolución norteamericana había 192 barcos dedicados al comercio de esclavos que transportaban anualmente un promedio de 47.000 hombres. Semejante oferta alivió el “hambre de trabajo” en las colonias y el transporte de los convictos dejó de ser un negocio ya que por los esclavos negros se pagaba en el mercado un precio superior al de los criminales. De nuevo, la reforma de los convictos seguía sin aparecer en los propósitos y constitución de este método punitivo.

En cuanto a las cárceles, el lema de Justiniano, “las cárceles existen sólo para custodia de los hombres y no para su castigo”, constituyó el principio dominante durante toda la Edad Media y comienzos de la Edad Moderna. Hasta el siglo XVIII las cárceles fueron ante todo lugares de detención en espera de la realización del juicio, el cual podía durar meses o años, o no celebrarse nunca. De hecho, sólo excepcionalmente los prisioneros recibían una sentencia, y la mayoría de aquellos que no se encontraban en espera de juicio eran miembros de las clases más bajas, encarcelados por su indisponibilidad para abonarlas penas pecuniarias, lo cual condujo a un círculo vicioso: los individuos eran encarcelados por no disponer de los recursos suficientes para pagar una multa y luego no podían abandonar la prisión por carecer del dinero para pagar su estancia y mantenimiento. No era un sentimiento intencional de crueldad el causante de este estado de cosas, sino la práctica administrativa, universalmente aceptada, de conducir la institución carcelaria según criterios empresariales.

La idea de explotar la fuerza de trabajo de los prisioneros como método punitivo de las clases bajas se mantuvo durante la época medieval. Pero el sistema moderno de prisión como método de explotación del trabajo e, importante en el periodo mercantilista, como forma de adiestramiento de la fuerza de trabajo de reserva, fue la consecuencia lógica de las casas de corrección. Hay que distinguir entre las casas de corrección, una prisión para ladrones con sentencia firme y otros delitos graves, de las casas de trabajo, una institución para la detención de mendigos y gente implicada en problemas policiales donde se los retenía hasta el momento en que se reformaban. En la práctica, el proceso de distinción entre ambas instituciones adoptó un curso lento y desigual, y en todas partes era posible verificar esta ausencia de diferenciación entre los condenados y otros reclusos. En Francia por ejemplo, bajo el Antiguo Régimen los Hôpitaux se transformaron gradualmente en verdaderas prisiones, sin que por ello dejaran de admitir a ancianos, dementes y niños.

La forma precursora de la prisión moderna está estrechamente ligada a las casas de corrección y a su modo de producción. No siendo la reeducación, sino la explotación racional de la fuerza de trabajo, el objetivo principal, así ni el modo de reclutamiento de los internados ni las consideraciones a tener en cuenta para su liberación constituían un problema importante para la administración. De ahí que la duración de la detención era fijada arbitrariamente por ésta en todos los casos, excepto en el de los internados de forma voluntaria por su familia; pues la reclusión en una casa de corrección u Hôpital era a menudo utilizada para ahorrar a los miembros de las clases privilegiadas la humillación de las penas corporales o la esclavitud en galeras.

Se tendía a sustituir cada vez más las penas corporales con el trabajo forzado, manteniendo sólo aquellos métodos que hicieran el menor daño posible a su cuerpo. La necesidad de sostener el abastecimiento de fuerza de trabajo para el Estado, se complicaba por el deseo de no sustraerla del campo de actividad de los empresarios privados. De modo que, a veces, ciertas consideraciones de tipo económico llevaron a la hegemonía de la tendencia opuesta, es decir, a conservar las penas corporales en especial en las zonas agrícolas.

Todas las leyes evitaban cuidadosamente establecer con precisión las características de la pena a fin de no debilitar su eficacia. Pese a todo, se logró una cierta uniformidad en la administración del derecho penal, que se tradujo en un aumento de las sentencias a prisión. Los teóricos del siglo XVII favorecieron este desarrollo por el carácter ineficaz de los sistemas punitivos y en atención al funcionamiento que prometían los nuevos establecimientos. De todas las fuerzas responsables del nuevo vigor adoptado por la cárcel como forma punitiva, la más importante fue el beneficio de tipo económico, tanto en el sentido más limitado de hacer productiva la propia institución como en el más amplio de transformar la totalidad del sistema penal en una parte del programa mercantilista del Estado. La alta productividad en el trabajo estaba indisolublemente ligada, para los contemporáneos, a un progreso en la conducta; el objetivo productivo fue pues considerado prioritario frente al problema de reeducar a los prisioneros. En todo caso, la evolución de esa “empresa” judicial no siempre rentable en un sistema parcialmente autosuficiente desde el punto de vista financiero, aunque parcialmente responsable de la industria nacional desde la perspectiva de la política mercantilista, preparó el camino para la introducción de la cárcel como forma punitiva normal. Resulta muy significativo que las cárceles, utilizadas en un principio para la detención de prisioneros en espera de juicio y por lo tanto no susceptibles de explotación comercial, permanecieran en pésimas condiciones hasta bien entrado el siglo XIX. La ideología que acompaña el desarrollo de este nuevo sistema punitivo no encontró mucho apoyo en las teorías penales de los siglos XVII y XVIII, puesto que la idea de reeducación y los efectos disuasorios raras veces se pusieron en marcha.

La iglesia, que disponía de jurisdicción penal sobre los clérigos pero que no podía permitirse condenarlos a muerte, debió apelar a las prácticas de detención y a las penas corporales. Además, un gran número de convictos ingresó en las órdenes menores de la iglesia con la intención de aprovecharse de los privilegium, lo cual intensificó el problema de la criminalidad entre los clérigos. Ante ello, el padre benedictino Jean Mabillon fue el primero en llamar la atención sobre muchos de los problemas teóricos relacionados con la cárcel en su ensayo Reflexiones sobre las prisiones de las órdenes religiosas (1724) donde concluye que la pena debía ser proporcional a la gravedad del delito y a la naturaleza física y espiritual del delincuente. La duración de la condena debía determinarse en relación a las características individuales del delincuente. 

CAPÍTULO V. LA ILUSTRACIÓN, DESARROLLO DE LA TEORÍA Y EL DERECHO PENAL

Las raíces del sistema carcelario se encuentran en el mercantilismo, pero su promoción y elaboración teórica fueron tarea de la Ilustración. Hasta ese momento, la confusión acerca de los propósitos y naturaleza de la cárcel hacían posible el envío a ella de todos los considerados como indeseables por sus vecinos, familiares o superiores. Se carecía de criterios definidos para fijar la duración de la pena, pues faltaba una concepción adecuada de la relación necesaria entre delito y pena.

La formulación de dichos problemas encontró su expresión más clásica en la obra de C.B. Beccaria, De los delitos y las penas (1788), elevando la reforma del sistema punitivo al rango de problema político. Mientras que la cuestión de la naturaleza de la pena concernía ante todo a las clases inferiores, se pusieron en el centro del debate por parte de la burguesía el problema de una definición más precisa del derecho material y del perfeccionamiento de los métodos del procedimiento penal. Cabe recordar que la burguesía no había triunfado aún en la lucha por el poder político y buscaba garantías legales para su propia seguridad. Los pioneros de la reforma legal estaban, en consecuencia, preocupados por limitar el poder sancionador del Estado –tanto en los medios empleados como en la extensión de su uso- creando normas determinadas e imponiendo un rígido control sobre las autoridades. La pasión de la época por las matemáticas combinada con el deseo burgués de seguridad, condujo a la identificación de la justicia con la calculabilidad.

El grito triunfante de Montesquieu, que proclamaba el cese de todos los procedimientos arbitrarios una vez que la pena fuera determinada por la naturaleza particular del delito, fue adoptado por los criminólogos de la época. Sin embargo, esto se transformó en una falacia parcial por el hecho de que la retribución del delito debía ser acogida entre una multitud de alternativas posibles y más aún por el carecer no mecánico de la pena, que era graduada en relación con la condición social del imputado. Beccaria, más cauto, admitió este razonamiento pero continuó insistiendo en que la pena constituye la consecuencia automática del delito, y así se encontró sosteniendo el dogma liberal de la naturaleza puramente formal de la igualdad, a pesar de reconocer que la igualdad de la pena podía ser solamente externa. La idea de proporcionalidad se concretó en el reconocimiento legal de la graduación de la pena según la gravedad del delito, lo cual se convirtió en el más poderoso de los argumentos en la lucha contra el uso demasiado frecuente de la pena de muerte. Además Beccaria aboga por la instauración de penas pecuniarias en interés de la propiedad, pero puesto que el pago de una pena pecuniaria o multa no resulta posible para las clases bajas, se recomienda la detención como medida sustitutiva. La privación de la libertad se considera una consecuencia natural de la violación del derecho de propiedad, es decir, que a la propiedad y a la libertad personal se les asigna exactamente el mismo valor. Había además razones prácticas para el uso de la pena de prisión, por los efectos contraproducentes de las ejecuciones públicas que en muchas ocasiones provocaban peligrosos disturbios.

La Revolución francesa, como la reforma propugnada por Federico II de Prusia, comenzó por suprimir las organizaciones asistenciales existentes, arrojándolas al caos financiero, lo que no impidió a los legisladores revolucionarios desarrollar un derecho penal sobre la base de la igualdad ficticia entre ricos y pobres. Cabe constatar además un cierto entusiasmo de las clases altas por la reforma legal. La burguesía solo favorecía la severidad de las acciones punitivas por medio de la ley cuando el propio orden social se encontraba amenazado. Pero donde esta amenaza no era percibida, no debía restringirse la libertad, esencialmente la libertad de movimiento para las clases superiores. Es la certeza, plenitud y celeridad de la pena antes que su severidad lo que se subraya una vez más en las conclusiones de Beccaria, lo cual sólo podía obtenerse por medio de un funcionamiento racional de la administración. En efecto, las demandas por cambios en el derecho material se vieron siempre acompañadas de quejas en contra de los procedimientos legales; sin embargo, la experiencia demostró que los efectos de los nuevos procedimientos diferían ampliamente según las distintas clases sociales. Las clases inferiores raramente podían utilizar la compleja maquinaria judicial creada por la ley, por falta tanto de los conocimientos necesarios como de los medios económicos.

La independencia del poder judicial ha asumido por lo común dos funciones: la positiva, de garantizar la libertad e igualdad ante el derecho, y la negativa, de ocultar el poder de creación de la ley por parte de los jueces. Este problema adoptó formas diversas, según se tratara de la consolidación de un nuevo poder o de un poder ya establecido que busca la conservación o extensión de su influencia. El sistema formal y racional que se estaba desarrollando para la regulación de las disputas en el interior de la burguesía, tenía muy poco en común con la verdadera administración de la justicia penal. Ésta se hallaba dominada aún por una legislación ad hoc, repleta de lagunas y marañas en el derecho material y procesal. Al mismo tiempo existía muy poca flexibilidad en la elección de las penas, la muerte o la deportación constituían la regla para la mayoría de los delitos. Las cortes locales inglesas, por ejemplo, presididas por jueces de paz fallaban respecto a los pequeños delitos populares con una ausencia total de formalismo. Por otra parte, los costos de los procedimientos legales hacían extremadamente difícil apelar las decisiones judiciales, lo cual permitió afirmar a Max Weber que existía una denegación de justicia para las clases inferiores, lo cual no era tanto un problema de integridad personal de los jueces, sino de los intereses de clase de los propietarios rurales. De este modo, los magistrados rurales, sobre todo por medio del arbitrio de las leyes contra la vagancia, se convirtieron en el órgano más eficaz de un sistema represivo frente al cual los proletarios eran demasiado débiles para defenderse.

La situación política había colocado a la administración de justicia en manos de unas clases propietarias y a pesar de que el poder de los propietarios era desproporcionadamente grande, estos vieron en la administración de justicia penal el interés común de todas las categorías superiores: la conservación de la propiedad como objetivo social de primer orden. En Francia, a su vez, la situación de clases era muy complicada y ambigua. Se hacía imposible llevar a cabo una reforma judicial en contra de la alianza coyuntural entre la nobleza de toga, que defendía sus intereses, y la burguesía, que se preparaba para la toma del poder. Bajo esas condiciones, el poder judicial podía presentarse como el protector de la libertad en contra de la tiranía y la fuerza bruta. Tras las vicisitudes del periodo revolucionario, las cortes se transformaron en lo que son hoy, una rama relativamente independiente de la administración que ha representado a menudo los intereses permanentes del orden social burgués más conscientemente que el poder ejecutivo, e inclusive a veces en oposición a éste. La concepción romántica del honor, fuertemente robustecida durante el periodo del terror y parte integrante de la moda de imitar a la antigüedad clásica, condujo a la reintroducción de la exposición pública de los suplicios. El que esta tendencia no dejara ninguna huella en las prácticas penales es significativo porque refleja una ruptura con la concepción mercantilista del trabajo en prisión. Este último comienza ahora a ser considerado como un favor otorgado al prisionero con el fin de mejorar sus condiciones de vida, las cuales eran deliberadamente mantenidas por debajo del nivel mínimo.

En Alemania la característica distintiva de sus leyes, comparada con la legislación revolucionaria francesa, es el intento de formular jurídicamente la totalidad de la política económica y social del Estado. El código de una monarquía absoluta no estaba obligado a rendir culto a la doctrina de la igualdad frente al derecho. Los pobres estaban exceptuados del pago de multas, mientras que la detención de los infractores de rango social superior dependía ante todo del hecho de no pagar esas multas. Resulta evidente que la práctica legislativa del absolutismo podía permitirse preparar el camino para la futura racionalización capitalista del derecho penal, mucho más fácilmente que los teóricos de las doctrinas que proponían la igualdad jurídica de las clases sociales.

VI. LA REVOLUCIÓN INDUSTRIAL: CONSECUENCIAS EN LA POLÍTICA PENAL

A finales del XVIII la base del nuevo sistema punitivo, la necesidad de fuerza de trabajo, estaba desapareciendo en todos los países, por lo que las causas deben buscarse en el desarrollo social general antes que en acontecimientos específicos. En realidad, la reforma del sistema punitivo encontró un terreno fértil sólo gracias a que sus principios humanitarios coincidieron con las necesidades económicas de la época. Sin embargo, en el momento en que se realizan los intentos para otorgar una expresión práctica a las nuevas ideas, buena parte de sus fundamentos ya habían dejado de existir. Es cierto que las casas de corrección aumentan hasta finales del XVIII, pero es posible comprobar la tendencia a convertirlas en instituciones de caridad y casas para pobres. Ya no existe en estas instituciones el espíritu de las primeras casas de corrección con su organización de la vida carcelaria bajo premisas definitivamente educacionales. La negligencia, la intimidación y el tormento de los reclusos se convierten en las reglas del momento, mientras el trabajo asume funciones de castigo para quienes lo ejecutan y de lucro para quienes lo ordenan.

La casa de corrección había aparecido en una situación social en que las condiciones del mercado de trabajo eran favorables para las clases inferiores. Pero esto cambió cuando la demanda de trabajadores fue satisfecha e inclusive comenzó a desarrollarse un excedente. Los dueños de fábricas ya no necesitaban realizar cacerías de hombres, por el contrario, eran los trabajadores quienes estaban obligados a ofrecerse para obtener un empleo. La burguesía en proceso de formación comenzó a sentirse obstaculizada por los grupos privilegiados que hacían uso de monopolios y otras ventajas; la respuesta de aquella se expresó en demandas por la libertad de industria y de comercio y en la difusión de los ideales del optimismo liberal: la libre competencia debía constituir una garantía de armonía entre intereses conflictivos. El punto de vista comúnmente aceptado al comienzo era que el propio interés del trabajador requería la libertad de empleo, modificándose para ello las regulaciones existentes que limitaban los términos del contrato laboral. Pero dado que el mercado laboral estaba saturado, la situación supuso un aumento de la opresión y una disminución aún mayor de los salarios, fue el periodo que vio caer a la clase obrera en el mayor estado de miseria jamás sufrido. A pesar de que la idea de la pobreza como el mejor de los incentivos para el trabajo duro comenzó a ser controvertida, todos los movimientos tendentes a fijar salarios mínimos en beneficio de los trabajadores fracasaron. La noción maltusiana en su forma más tardía, la denominada ley de hierro de los salarios, fue aún más lejos aduciendo la imposibilidad y falta de sentido de tales teorías. Los salarios debían permanecer en el nivel mínimo de subsistencia porque de lo contrario se produciría un incremento demográfico que, expandiendo el mercado laboral, llevaría a un nuevo descenso de los salarios. Así, entre el periodo de la Riqueza de las Naciones y la entrada en vigor de la primera ley sindical, el liberalismo parece haber degenerado en el pesimismo más despiadado. Se pudo dejar de lado toda la política mercantilista y los “poblacionistas fanáticos” del periodo anterior fueron puestos en ridículo.

Las principales casas de pobres soportaban a principios del XIX un déficit insostenible a causa de que la introducción de la máquina, que realizaba el trabajo de varios hombres, redujo la demanda de trabajadores (sobre todo hiladores), haciendo difícil emplear de forma rentable a los reclusos aptos. La situación de las clases inferiores se deterioraba constantemente. Mirabeau describía el Hôpital de la Bicêtre como una “institución, que es utilizada al mismo tiempo como hospital y como prisión, parece un hospital para contaminar a los enfermos y una prisión para propagar el crimen”.

El énfasis no se pone ahora en las ilimitadas oportunidades de trabajo, sino en la necesidad de considerar a la clase obrera como una parte del sistema social, sugiriendo que debe enfrentarse a los riesgos de manera independiente. Por otra parte, también la cuestión del carácter criminal de la mendicidad sufrió transformaciones significativas: tanto el absolutismo como su sucesor político, la democracia nacional soberana, reaccionaron de la misma forma, declarando que la asistencia a los pobres es un deber de la administración pública y que, por consiguiente, el Estado está en su derecho de proceder contra la mendicidad con medidas punitivas. Fue en este ambiente cuando aparece la obra de Malthus, según la cual el nivel de vida de los pobres podía ser mejorado sólo a expensas del resto de los miembros de la clase trabajadora, y las benévolas intenciones de los reformadores de las leyes de pobres conducirían necesariamente a un incremento de la población y, por tanto, a la creación de más miseria. Otros como Clapham fueron más lejos afirmando que las leyes sobre la pobreza eran el único medio de prevenir el descontento y la desesperanza que daban origen a la revolución. El resultado fue un considerable aumento en el número de pobres y el gasto asistencial que ello suponía. Las clases propietarias comenzaron a rebelarse contra tales gastos y una comisión real inglesa de 1832 formuló el principio según el cual todas las tareas de asistencia a los físicamente aptos realizadas fuera de la institución deberían ser abolidas a favor de la asistencia dentro de las casas de trabajo (workhouses). Medida que tenía por objeto que la situación de los beneficiarios de la asistencia fuera “menos favorecida que la situación de los trabajadores libres de las clases más bajas”. Este principio, incorporado a las leyes de pobres de 1834, constituye el leitmotiv de toda administración carcelaria hasta nuestros días.

La fábrica reemplazó a la casa de corrección porque esta última requería gastos demasiado elevados para el mantenimiento de la administración y la disciplina. La fuerza de trabajo libre podía producir mucho más al mismo tiempo que evitaba la pérdida de capital que significaba la casa de corrección. En otras palabras, la casa de corrección cayó en decadencia porque se hallaron otras y mejores fuentes de ganancias y porque con su eficacia como medio de explotación rentable desaparecen también los efectos reeducativos del trabajo que se realizaba habitualmente en dichas casas. Así que en el primer tercio del XIX la clase dirigente se sintió tentada a retornar a los métodos premercantilistas para el tratamiento de la criminalidad: se extendieron las demandas de métodos más severos y se criticó el uso liberal de la cárcel como sustituto de las formas punitivas tradicionales; dado que las penas no se consideraban suficientemente rigurosas, se establecieron policías especiales y cortes marciales; por último, las campañas de “pacificación” condujeron a un virtual exterminio de los pobres que se encontraban fuera de la ley. También en Alemania se invirtió la situación y los penalistas conservadores afirmaron con satisfacción que el principio de la justicia retributiva estaba comenzando a producir un efecto saludable sobre el sistema penal, y en lo referente éste se hizo eco de las tendencias más duras de la época, contando entre sus premisas la pena de muerte, la reclusión perpetua con cadenas y la casa de corrección.

La intensificación del sistema punitivo que siguió al deterioro de las condiciones económicas y el consecuente incremento de la criminalidad dejaron sin embargo intactos los logros esenciales de la Ilustración. Los primeros códigos penales del XIX reintrodujeron una separación más efectiva entre concepciones morales y jurídicas que la contenida en la legislación penal del siglo XVIII, así como una formulación normativa de los hechos: eliminación del principio de analogía, desarrollo de un concepto jurídico-formal de la culpabilidad basado en el hecho y no en la personalidad del delincuente y determinación exacta de la pena en forma proporcional al daño infligido. Por último, el rechazo de toda consideración teleológica tendió a otorgar a las concepciones idealistas del derecho penal algunas de las virtudes de la magnificencia inherente a la idea de justicia independiente de los caprichos humanos. Por ello, el idealismo alemán resultó más apropiado que las teorías penales de otros países europeos para ocupar un lugar relevante en el proceso de desarrollo de una concepción metafísica del derecho penal. La criminología europea occidental, por el contrario, caracterizada desde sus comienzos por un estrecho vínculo con la realidad, hacía más explícita la función de clase del derecho penal, llegando en algunas oportunidades a admitirla abiertamente.

La cárcel se convierte en la pena más importante en todo el mundo occidental en el mismo momento en que los fundamentos económicos de las casas de corrección se veían destruidos por los cambios ocurridos en el proceso de industrialización. Las penas de prisión adoptaron formas y gradaciones diversas de acuerdo con la gravedad del delito y con la posición social del condenado, puesto que las diferencias de clase siguieron existiendo en el sistema punitivo de la primera mitad del siglo XIX. De todos modos, las cárceles existentes no satisfacían las nuevas exigencias: en su mayoría los edificios antes utilizados para los detenidos en espera de juicio se empleaban ahora para el cumplimiento de las sentencias a prisión, lo cual condujo a una superpoblación de reclusos. Y al mismo tiempo que la población carcelaria aumentaba, el gobierno reducía el total de las cantidades destinadas al mantenimiento de los reclusos. En Bélgica, bajo el gobierno de Napoleón por ejemplo, la alimentación de los prisioneros no constituía una obligación del Estado, por lo que se aprobó una ordenanza que disponía el suministro de pan solo en casos de extrema necesidad.

Los reformadores contemporáneos atribuyeron las deficiencias en el sistema de prisiones de comienzos del siglo XIX a la incompetencia e ineficacia de la administración, a su gestión como empresas privadas, al alojamiento indiscriminado en las mismas secciones de procesados y condenados y a la promiscuidad entre hombres y mujeres. Todo ello fue desapareciendo gradualmente pero el problema más importante persistió. La cuestión consistía en idear una forma de tratamiento con efectos disuasorios sobre los estratos más bajos de la sociedad de los que provenían la inmensa mayoría de los detenidos. La conclusión era obvia: no puede existir nada más contrario a los verdaderos propósitos de la detención que un recluso considere que el bienestar de la vida en prisión compensa la pérdida de libertad. En la ideología progresista de la época se sostenía que los detenidos tienen derecho a una parte de las mejoras de la civilización, pero siempre en menor grado que el resto de la sociedad. Füsslin (1855), director de una casa de corrección, adopta una posición algo diferente pero insiste en lo mismo: son las pésimas condiciones fuera de la cárcel, antes que la relativamente confortable situación de los detenidos, las que inducen a los pobres a envidiar la suerte de los reclusos.

La literatura de la época sobre la condición de las prisiones sostiene, en primer lugar, que la mera privación de libertad no constituye una pena efectiva para las clases inferiores. La conclusión a que se llega es la de que la condición necesaria para la reinserción social del detenido es la sumisión incondicional a la autoridad. Se exige la obediencia no tanto por razones de un perfecto funcionamiento de la prisión, como por el bien de los propios detenidos que deben aprender a someterse voluntariamente al destino de las clases inferiores. El límite superior de las condiciones de vida de los detenidos estaba así determinado por la necesidad de que fuera inferior al nivel de las clases más bajas de la población libre. El límite más bajo se determinaba por los requisitos mínimos de salud. No obstante, las posibilidades efectivas de variación entre ambos niveles eran teóricas, ya que los salarios en la primera mitad del siglo XIX eran por lo común más bajos que el mínimo necesario para reproducir la fuerza de trabajo obrera, determinando que las condiciones miserables de la clase trabajadora redujeran los niveles de vida en prisión muy por debajo del mínimo oficialmente reconocido. Los antiguos y satisfactorios acuerdos por medio de los cuales la alimentación y el cuidado de los prisioneros se confiaban a empresarios privados, interesados financieramente en su bienestar físico y capacidad laboral, tenían ahora consecuencias desastrosas: las raciones se disminuyeron por debajo del umbral de supervivencia, lo cual unido a la ausencia de atención médica, fue causa de la pésima salud y elevada tasa de mortalidad en las cárceles. La mortalidad entre los detenidos era impresionante, hasta tres, cuatro y cinco veces mayor que la de la población libre, máxime si se considera que la mayor parte de ellos era joven. En suma, no fue necesaria una cruel tiranía que transformara las casas de corrección en lugares de tormento, sino que bastó el simple hecho de que dejaran de ser instituciones económicamente rentables. Pronto las casas de corrección dependían por entero de los subsidios, a los cuales se intentó mantener al más bajo nivel posible, empleando para ello dos métodos: seguir con el sistema de arriendo adjudicándolo a quien exigiera el menor subsidio para los gastos generales y manutención de los detenidos, y la administración directa por parte del gobierno. Esta última forma se podía combinar con la ocupación de militares fuera de servicio. Analizando la situación de las cárceles prusianas, se estimaba que con militares retirados se obtenía una fuente de personal de vigilancia a bajo costo, hecho que contribuyó al mismo tiempo a la introducción del orden y la disciplina militar en las cárceles.

G. de Beaumont y A. de Tocqueville (On the Penitentiary System in the United States of America and its Apllication in France, 1833) pusieron de relieve las dificultades para determinar el momento exacto en que las fábricas o cualquier otro sistema de trabajo productivo podían introducirse en las cárceles sin perjuicio para los ciudadanos libres. Afirmaban que el sistema prevaleciente en las cárceles norteamericanas, capaz de obtener la máxima productividad posible del trabajo de los detenidos, resultaba altamente apropiado en Estados Unidos donde el precio de tal fuerza de trabajo era elevado y donde no existía peligro alguno de perjudicar a los trabajadores libres con el trabajo carcelario.

El camino se abría a la realización del programa de reformadores como Pearson y Mittelstadt, quienes intentaron convertir las cárceles en un medio racional y eficiente para disuadir a los potenciales delincuentes de las clases inferiores con métodos que, sin proponerse la eliminación física de los detenidos, los marcarían para siempre con el miedo y el terror. Inglaterra con su gran ejército industrial de reserva, abrió el camino al introducir el trabajo carcelario no como una forma de obtención de lucro, sino bajo un aspecto punitivo donde los argumentos morales asumen el protagonismo para su justificación. El trabajo carcelario se transformó en un método de tortura y las autoridades se mostraron lo suficientemente expertas como para inventar las más variadas formas con ocupaciones de carácter meramente punitivo, ejecutadas de la manera más fatigosa posible durante insoportables lapsos de tiempo: reclusos transportando enormes piedras de un lugar a otro, trabajos de bombeo en los que el agua regresaba al lugar de origen, o un modelo de molino de escalera perpetua muy utilizada por el duro esfuerzo que requería y el odio que generaba en los prisioneros.

El otro método, muy utilizado durante la primera mitad del XIX fue la deportación, convirtiendo lugares inexplorados como Australia o Siberia en gigantescas colonias penitenciarias. Como a los contratistas se les pagaba según el número de prisioneros embarcados y no por los que llegaban al destino, la tasa de mortalidad durante el viaje era muy alta. En Australia las condiciones de los deportados fueron pésimas al principio, aunque a la larga permitió a un ejército de cien mil prisioneros una oportunidad inédita de rehabilitación. Sin embargo, hacia 1840 si no antes, intereses específicos y concretos, más que abstractos sentimientos de justicia, hicieron evidente que existía una falsa proporción entre los delitos y la pena, y que la deportación estaba desprovista de todo efecto disuasorio sobre el crimen. La sociedad colonial por su parte aportó argumentos en tal sentido, ya que trataba a los reclusos según su capacidad para el trabajo y características personales, y no conforme al delito cometido. En otras palabras, la posibilidad de usar su fuerza de trabajo determinaba el valor y la suerte de los reclusos, exactamente como en el caso de la política criminalista del mercantilismo. Fueron dos cambios extrajurídicos, la disminución de la fuerza de trabajo barata y el deterioro del mercado, los que eliminaron el interés de los propietarios de tierras en mantener el carácter penal de la colonia.

La historia de la política de deportaciones inglesa ofrece la posibilidad de apreciar con claridad los efectos de los cambios sociales y las condiciones económicas sobre la política criminalista. El punto de partida fue la imposibilidad de alojar en las prisiones disponibles el número creciente de condenados en una época en que el mercado de trabajo se encontraba saturado. En vista de que los delincuentes no debían ser ejecutados –una política que hubiera resultado opuesta tanto a las teorías poblacionistas prevalecientes como a los principios humanitarios que posteriormente se desarrollaron-, la única forma de desembarazarse de ellos consistía en expulsarlos del país. Durante cierto tiempo esta solución coincidió con la necesidad de fuerza de trabajo en las colonias, pero la experiencia americana había demostrado ya cuales eran los límites de absorción de la fuerza de trabajo de los condenados. Resulta claro que el desarrollo del sistema económico colonial se adelantó a las motivaciones de índole política que condujeron por último a la supresión de la deportación.

En el caso francés, E.H. Michaud (La question des peines, 1875) explicaba este fenómeno cuando concluía con un intento de formular una filosofía social de la justicia retributiva tomando como base los hechos más brutales del desarrollo económico: la función de la deportación consiste en hacer pagar al delincuente los perjuicios de su crimen, convirtiéndolo en un pionero forzado de los países a conquistar. 

En resumen, desaparecidas en el siglo XIX las bases económicas para la colonización penal la deportación perdió toda importancia, tanto para los países no coloniales como para los países coloniales que, o bien se enfrentaban con los intereses de los pobladores libres (Inglaterra, o bien comprendían perfectamente la imposibilidad de lograr la menor rehabilitación por medio de este sistema (Francia).

VIII. EL FRACASO DEL AISLAMIENTO CELULAR

Las condiciones carcelarias en los Estados Unidos de comienzos del XIX eran bastante similares a las descritas en Inglaterra a finales del XVIII. Puesto que predominaban consideraciones de tipo económico no resulta sorprendente que un sistema que prometía eliminar la corrupción administrativa fuera recibido con apoyo entusiasta. El primer intento introducido en Filadelfia con ayuda de los cuáqueros insistía en el aislamiento celular: se mantenían en celdas individuales a los detenidos que no podían abandonarlas hasta el cumplimiento total de la condena o hasta que sobreviniera la muerte o la locura. Los cuáqueros creían firmemente en la religión como la única y suficiente base reeducativa y esperaban que el aislamiento celular cumpliera el efecto de lograr que los pecadores volvieran a Dios. El confinamiento de los prisioneros era tan extremo que no se les permitía ni siquiera trabajar, por temor a que esto los pudiera apartar de la meditación. Ninguno de los defensores de este régimen dudó por un momento de que una pena de este tipo pudiera tener otro resultado que la introspección y la reforma de la personalidad.

A pesar del entusiasmo de sus defensores, el sistema de aislamiento celular se abandonó rápidamente y se reemplazó, en casi todos los casos, por el sistema de Auburn (el aislamiento por la noche y el trabajo colectivo en los talleres durante el día) que se convirtió en un sinónimo de la administración penal norteamericana. Para entender este cambio hay que considerar las condiciones del mercado laboral en el norte de los EE.UU., dado que a comienzos del siglo XIX la demanda de mano de obra era aún superior a la existente en las mejores épocas de la Europa mercantilista. La escasez de fuerza de trabajo queda demostrada también por la atención especial dedicada a los niños abandonados. Beaumont y Tocqueville en su análisis planteaban ya como una de las razones que explicaban el bajo índice de criminalidad el pleno empleo que ofrecía el país, además del hecho de que un salario normal era suficiente para mantener a una familia. A ello se le une que el grado de reincidencia era relativamente bajo y los reclusos podían encontrar con facilidad un trabajo tras su liberación. Bajo estas condiciones es fácil comprender por qué la mayoría de los responsables de la política criminalista consideraron absurdo mantener a los reclusos en el sistema de aislamiento celular, método que impedía su utilización como fuerza de trabajo. Sin embargo la teoría cuáquera del aislamiento absoluto conservó una cierta influencia que se expresaba en el silencio obligatorio impuesto en los talleres con el fin de evitar el contacto entre los reclusos e inducirlos a la reflexión moral. Los teóricos de este nuevo sistema insistieron en el valor reeducativo del trabajo duro y en la superioridad de las tareas colectivas frente al trabajo individual en las celdas. Con este método el recluso no sólo evitaba contemplar las penurias de su propia inutilidad sino que además se le ofrecían los estímulos suficientes como para conservar su salud mental.

En Europa se consideraba que el sistema de Auburn era demasiado indulgente, en particular por el hecho de que se estimulaba a trabajar a los reclusos más por la expectativa de privilegios y recompensas que por la imposición de una estricta disciplina. Este método traía consigo el riesgo de medir el buen comportamiento en forma cuantitativa según la cantidad de trabajo realizado; llegándose incluso a vincular este enfoque con la práctica de las conmutaciones, al tiempo que servía como sustituto de los salarios pagados a los detenidos. Hay que considerar además que la reducción del trabajo carcelario en las últimas décadas del siglo XIX se debió en gran medida a la oposición que ejercían los trabajadores libres. En realidad lo que necesitaba una sociedad como la europea, que albergaba un ejército industrial de reserva, era un método punitivo que produjera terror, aún entre los sectores más pobres. Así lo reconocían Beaumont y Tocqueville: la necesidad del carácter intimidatorio de la pena desempeñó una función importante en la introducción del sistema de aislamiento celular en Europa. El sentimiento de impotencia y dependencia absoluta producido por el aislamiento celular era considerado como el peor tormento que pudiera infligirse a un condenado. También se consideraron otras razones como el incremento del número de reclusos y la imposibilidad de una explotación rentable del trabajo carcelario. Los reformadores, que hubieran rechazado cualquier intento de volver a las formas punitivas medievales, vieron realizados sus principios humanitarios en la aplicación estricta del aislamiento celular. No se pretendía la tortura de los prisioneros sino su reeducación. Dicho de otro modo, aun cuando la conciencia de los reformadores se oponía a todo método que significara reintroducir las penas corporales, jamás abandonaron la idea de la cárcel entendida como elemento de disuasión o intimidación.

En defensa del aislamiento celular los reformadores argumentaron que el libertinaje y la irreflexión eran las causas más importantes del delito y que la mejor muestra de ello era la de que las prisiones estaban repletas de individuos que jamás habían tenido la posibilidad de realizar un examen de conciencia. Pero ahora la situación podía cambiar; en la completa soledad de su celda el criminal deberá enfrentarse a sus recuerdos y remordimientos y a una lucha entre sus sentimientos más depravados y los buenos deseos que todavía anidan en su alma, lucha que a menudo finalizaba en el arrepentimiento y la reeducación moral, si no en la locura. Otro argumento de los defensores del aislamiento celular residía en la exactitud de la justicia que proporcionaba este sistema, puesto que se consideraba que el terror humano a la soledad es proporcional al grado de degeneración moral alcanzado.

El aislamiento celular proporcionaba claras ventajas a la administración carcelaria a la hora de mantener la disciplina. Así, el nuevo sistema facilitó el gobierno de la prisión: todo estaba dispuesto de forma que la arquitectura y el conjunto del personal de vigilancia se enfrentaban a un detenido inmerso en la más completa soledad. Otro elemento a tener en cuenta es que el aislamiento celular permitió una actitud más calmada y objetiva hacia los criminales, sin que esto significara un relajamiento de la disciplina. También se adoptó la imposición del silencio y el uso de la palabra sólo como un privilegio concedido al buen comportamiento. En este caso el silencio cumplía la función de aislar a los prisioneros que compartían una celda. Se obligaba incluso a los detenidos a permanecer parados o sentados en las horas y días en que no se realizaba actividad alguna. No obstante, este sistema fue considerado en general como un pobre y transitorio sustituto del aislamiento celular. En Inglaterra, una comisión investigadora de 1863 llegó a la conclusión de que debía adoptarse el sistema del aislamiento celular como principio fundamental de la disciplina carcelaria, llegando incluso a imponer la obligación de llevar el rostro cubierto “para que los reclusos no pudieran reconocerse”. La idea de aumentar el arrepentimiento de los condenados tuvo también cierto grado de importancia en estas transformaciones. El trabajo carcelario bajo estas condiciones estaba destinado a ser improductivo y prácticamente se abandonó. La salud física y mental de los condenados estaba muy resentida. También se confirma el alto número de suicidios, por la doble tortura que supone el aislamiento celular y la inactividad absoluta, como puede comprobarse por las extraordinarias precauciones adoptadas por las autoridades penitenciarias para evitar que los reclusos atentaran contra sus propias vidas. 

En suma, los defensores del aislamiento celular consideraron los perjuicios infligidos a la mayoría de los condenados como una consecuencia inevitable y marginal de este método. En realidad, los daños fueron considerablemente mayores que los posibles beneficios. El aislamiento celular bajo la prohibición de realizar cualquier tipo de actividad, o permitiendo el trabajo sólo con una finalidad punitiva, constituye el síntoma claro de una concepción que, como resultado del exceso de población, abandona la búsqueda de toda política racional de rehabilitación, ocultando la realidad con una ideología de tipo moral.

IX. LA REFORMA CARCELARIA MODERNA

Las condiciones de las clases inferiores en Europa mejoraron bastante en la segunda mitad del XIX y muy en particular en el último cuarto de siglo. Asistimos por lo común a una baja tasa de natalidad en el momento de la expansión industrial, lo cual determinó una reducción de la oferta de mano de obra y un incremento salarial. El valor de la fuerza de trabajo adquirió nuevamente importancia. Además, las mejoras en el sistema de transportes originaron una nivelación de las condiciones de vida entre las distintas zonas de un país. La influencia de este desarrollo económico generalizado se hizo sentir con rapidez en el fenómeno de la criminalidad y atenuó gradualmente el peligro de estallidos sociales antes existente. Por todos estos motivos la pena de prisión comenzó a considerarse como inadecuada y desfasada respecto a la situación histórica predominante.

La idea de conservar el capital invertido en la reproducción social fue uno de los motivos determinantes de los primeros programas asistenciales. Perspectiva que se encuentra también en la política de prevención del delito recomendada por los teóricos de la Ilustración, como el modo más eficaz de defensa de la propiedad. Los reformadores de la época, alentados por la filosofía positivista, creían de nuevo que el hombre era capaz de influir en el desarrollo humano de la misma manera que dominaba la naturaleza y que el delito podía combatirse mediante una adecuada política social.

Para los reformadores pues, la criminología constituía esencialmente una ciencia social. En sus ataques a las formulaciones de la escuela clásica intentaron poner en evidencia la barbarie y el atraso cultural que, para ellos, eran resultado de las doctrinas retribucionistas (otorgar recompensas a los prisioneros por su trabajo). Sin embargo, el método científico adoptado no hizo más que crear la ilusión de que un sistema punitivo constituye la consecuencia de una teoría penal específica y por lo tanto resulta suficiente demoler las construcciones ideales para eliminar la realidad de un sistema penal. Los rasgos atrayentes de una teoría no dialéctica de la pena residen en la posibilidad, falsa, de un conocimiento más profundo de la realidad y de una práctica más eficaz.

Tanto el principio de proporcionalidad de las penas como los refinados métodos del proceso penal constituyen un producto de la revolución burguesa. La formalización de la justicia penal ofreció muchas ventajas en los países de la Europa central, donde las fuerzas del absolutismo feudal todavía conservaban una buena cuota de poder, ventajas igualmente útiles en la Europa occidental donde la hegemonía de las fuerzas políticas no estaba todavía decidida. La independencia del poder judicial y la racionalización del derecho penal constituyeron excelentes armas en la lucha contra los residuos del feudalismo y la burocracia absolutista.

Por otra parte, en la lucha contra las clases inferiores la independencia del poder judicial –dirigido por miembros de la clase dominante exclusivamente- no significó un obstáculo importante a pesar de los formalismos que debían respetarse en los procedimientos. En países como Inglaterra, se conservaron los procedimientos informales de tipo casi patriarcal para los delitos menores, es decir, para la criminalidad típica de las clases inferiores. Ya no resultaba además necesario proteger a la burguesía de las arbitrariedades de la administración, porque la identidad de las dos clases dirigentes resultaba prácticamente absoluta. La protección del individuo a través del proceso penal, que antes constituía una cuestión política de primer orden, se convirtió en una mera técnica legal.

Este cambio en la correlación de fuerzas políticas coincide con el desarrollo de un enfoque sociológico del derecho penal. Las estadísticas de las relaciones entre la tasa de criminalidad y las fluctuaciones económicas hicieron evidente la concepción del delito como un fenómeno social. Además dejó de considerarse la cuestión de los métodos punitivos como el problema de mantener la justa proporcionalidad entre el delito y la pena, para examinarse desde la perspectiva de la educación, la oportunidad y la eficacia de tales métodos. Llevado a sus extremos, este enfoque significaría que por lo común el delito constituye una prueba para internar al delincuente en una institución de carácter asistencial. Los delincuentes con posibilidades de ser reformados deberían recibir una reeducación moral impartida con el mayor de los cuidados. Una actitud de este tipo representaba la combinación de la responsabilidad social en el fenómeno criminal, con el intento de restituir la mayor cantidad posible de fuerza productiva en el interior de la sociedad. De este modo, se consideraba la rehabilitación del condenado como una buena inversión y no como una obra de caridad por parte de la administración.

Por su parte los reformadores de esta época acogieron favorablemente la propuesta de separar la etapa de determinación de la culpabilidad del momento de imposición de la sentencia, debiendo confiar la primera parte al juez competente y la segunda a las instancias de la “medicina social”. Una separación de funciones así es la consecuencia lógica del intento de salvaguardar simultáneamente los intereses individuales y los sociales. Cabe entonces cuestionar aquella crítica para la cual el liberalismo tiene en cuenta la pena sólo desde el punto de vista de la defensa social y que los sistemas punitivos estrictamente represivos son propios de las tendencias conservadoras. En efecto, la eliminación física de los delincuentes habituales de origen proletario, que constituiría el aspecto más radical de un sistema punitivo basado en la defensa social, hubiera sido acogido con mucho agrado en algunos sectores de la sociedad (militares, latifundistas, capitalistas, burguesía rural, etc.). Resulta significativo que los aspectos menos liberales del programa reformista, como la detención preventiva y otras formas de neutralización de los reclusos, se hayan cumplimentado posteriormente con mayor profusión que otros, como por ejemplo la reforma carcelaria.

La nueva política promovida por los reformadores consistía en reducir en la medida de lo posible el uso de la cárcel, adoptando para ello un empleo extensivo de las penas pecuniarias, la política de la probation y, sobre todo, el intento de mejorar las condiciones criminógenas sociales. Las estadísticas atestiguan la propensión de sustituir el encarcelamiento por otras formas punitivas, lo cual se verificó conjuntamente con la disminución de los términos y la severidad de las condenas. Varios estudios permiten comprobar que se aplicó por igual esta política de lenidad a todos los tipos de delincuencia, siendo Italia una excepción a esta tendencia general.

Con el aumento general el nivel de vida, mejoraron también las condiciones carcelarias. La adopción de un sistema penitenciario provisto de celdas individuales condujo a la construcción de nuevas cárceles. Se utilizaron con menos frecuencia cadenas y otras formas de coacción física antes necesarias para la conservación de la disciplina. Las consecuencias directas de estos cambios se reflejaron de inmediato en las estadísticas sobre la tasa de mortalidad. Fue además en esta atmósfera donde surgieron las formulaciones teóricas sobre la reforma carcelaria. En ellas, la insistencia en el tratamiento del delito como un problema médico-psicológico, o lo que es lo mismo, la insistencia en la necesidad social de “curar” al recluso si resultaba posible hacerlo o de “aislarlo” si se consideraba irrecuperable, se difundió ampliamente en el conjunto de la sociedad.

Los criminólogos de esta nueva escuela reformista conservaron la vieja noción según la cual el nivel de vida dentro de la cárcel debe ser inferior al del nivel mínimo de la población libre. La intensidad de este problema disminuyó hacia finales del XIX a causa de que los adelantos materiales y el aumento del nivel de vida de las clases inferiores permitieron realizar ciertas mejoras en las condiciones carcelarias sin destruir la línea de demarcación con las condiciones exteriores. La insistencia en mantener la línea de demarcación “externa-interna” constituyó un impedimento para reformas posteriores y las supeditó a los movimientos de crisis en el mercado. Por otra parte, incluso en periodos de prosperidad amplios sectores de la población, en especial en las grandes ciudades, carecen del mínimo imprescindible para su supervivencia. Bajo el rótulo de “extranjeros”, por ejemplo, es posible aún hoy encontrar una tasa de criminalidad mucho mayor que la media.

Existe además otro vínculo entre las condiciones socioeconómicas y las posibilidades reeducativas de la cárcel, en cuanto el despertar de los buenos instintos del recluso presupone la perspectiva de mejorar las condiciones materiales de su existencia. Cualquier tratamiento psicológico de rehabilitación resultará improbable mientras para el recluso sea evidente que la sociedad no le concede la posibilidad de una satisfacción lícita de sus necesidades.

El trabajo carcelario continuó como un problema de primera magnitud, a pesar de haber perdido su significación económica en los países con alto grado de desarrollo industrial capitalista. Fue además tan implacable la oposición por parte tanto de las empresas como de los sindicatos, que el trabajo carcelario se limitó por lo común a la producción de mercancías para el uso en la prisión o para consumo de la administración pública. Además, ahora que el personal de vigilancia recibía regularmente un salario, desaparecía el interés económico privado en el trabajo interno. Por todo ello, los aspectos pedagógico-reeducativos pasaron a un primer plano, lo cual dio origen a un círculo vicioso: la mayoría de los reclusos o bien carecían de un oficio o bien habían perdido su destreza a causa del largo periodo de inactividad. Las inversiones requeridas, las dificultades para encontrar mercados y la opinión pública, contribuyeron conjuntamente a impedir la introducción en la cárcel de cualquier programa efectivo de instrucción profesional.

El pago de un salario en prisión se enfrentó a la misma oposición y con los mismos argumentos que la producción carcelaria rentable. Un salario hubiera significado prácticamente una equiparación con el trabajo libre. Como sustituto de esta contraprestación pecuniaria desaconsejable, se introdujo en Inglaterra un sistema gradual por medio del cual la cantidad de trabajo realizado otorgaba la posibilidad de disminuir la duración de la condena. En otros aspectos la continuidad de la tradición es clara: se consideraba que la alimentación en la cárcel no debe ser demasiado sustanciosa, es decir, que no debe exceder lo absolutamente indispensable para la supervivencia. Por esta razón resulta comprensible que las autoridades carcelarias esperen que el recluso destine una buena parte de su salario a completar la ración requerida para la reproducción de su fuerza de trabajo. En el campo sexual la abstinencia forzosa sigue considerándose parte esencial de la condena. Las condiciones de higiene y salud encuentran un límite natural en la propia arquitectura de las cárceles, muchas de ellas herencia del pasado.

En cuanto al aislamiento celular, si bien los teóricos modernos distan mucho de apoyarlo de modo uniforme, cabe afirmar que la administración penal ha seguido un camino independiente respecto a este tipo de opiniones, construyendo y remodelando las cárceles de acuerdo con la estructura celular. No obstante y como signo de “progreso”, se reemplazó el sistema celular por un cierto gradualismo en los métodos de ejecución. Este objetivo se puede llevar a cabo ya sea por un sistema gradual de privilegios otorgados a la buena conducta (stage system), ya sea reduciendo la duración de la condena o por alguna otra variante de las dos primeras. El uso de este sistema y sus múltiples variaciones se adoptó de forma generalizada en el siglo XX. El sistema gradual sirve también para permitir al detenido la obtención de algunas ventajas que ya eran normales en la vida cotidiana de las clases inferiores. De todos modos la prerrogativa más importante de dicho sistema radica únicamente en contribuir a la conservación de la disciplina, y no tiene valor reeducativo puesto que el comportamiento exigido al recluso se limita a la mera sumisión a las formalidades externas de la disciplina carcelaria, esto es, a producir una conducta completamente conformista.

En casi todos los países el personal subalterno de vigilancia se sigue reclutando entre suboficiales del ejército y la marina. La novedad reside en la asunción por parte de la Iglesia de funciones auxiliares de la burocracia en el campo de la ejecución penitenciaria. Así la Iglesia se convirtió en una especie de agencia administrativa penal en la cual los prisioneros podían obtener algunos privilegios, tarea que suele realizar con más eficacia que las tradicionales de consuelo y asistencia espiritual.

Cabe también recordar que toda queja o protesta de los detenidos en contra de este rígido sistema de control tiende a hacerse ineficaz y a desvanecerse por dos motivos: en principio porque la legitimidad de cada disposición administrativa debe darse por supuesta, es decir, se debe obedecer y no importa cuán injusto y absurdo sea el contenido de la orden. Después, es posible apelar, pero si lo hace el recluso se enfrenta a una nueva dificultad: la inexistencia de normas precisas sobre lo permitido y lo prohibido. La administración defenderá, por regla general, al personal de vigilancia, por lo cual el recluso corre el riesgo de enemistarse con aquel, perder su derecho de queja e inclusive hacerse acreedor a un castigo por haber efectuado una reclamación improcedente.

La concepción racional del exrecluso como un individuo demasiado débil para superar por sí solo las vicisitudes de una sociedad competitiva, lleva a la conclusión de que aquel debe recibir toda la asistencia posible durante el proceso de reinserción social. No obstante tal consideración, ningún programa de reforma ha estado dispuesto a abandonar el principio según el cual las condiciones de vida de los prisioneros deben ser inferiores a las de las clases más bajas de la población libre, como forma de mantener los efectos disuasivos de esta pena. Como resultado de ello la noción de progreso encontró su expresión más importante en una aguda diferenciación entre los diversos niveles de vida de la población reclusa. Más allá de este conflicto entre efectos disuasivos y rehabilitación, existe un problema en el concepto mismo de rehabilitación que impera en la sociedad del siglo XX: significa en teoría adaptarse a una vida ordenada y a un trabajo regular, sin embargo, el convencimiento de los detenidos de la ausencia de posibilidades reales de reinserción constituye uno de los motivos de los pobres resultados obtenidos por los programas de rehabilitación (como lo muestran las estadísticas de reincidencia), lo cual permite a su vez comprender el retorno a la concepción represivo-disuasiva por parte de la administración carcelaria.

X. LA FUNCIÓN DE LA PENA PECUNIARIA EN LA PRÁCTICA PENAL

La pena de cárcel se mantuvo como el eje del sistema punitivo durante la primera mitad del siglo XX, aunque acompañada de un aumento en el uso de la pena pecuniaria, que comienza a presentarse como una seria competencia a la cárcel si se considera la frecuencia con que se aplica; aumento que no es el mero resultado de la aparición de nuevas figuras delictivas, como la violación de las normas de circulación vial, sino que es consecuencia sistemática de una determinada política criminalista.

En efecto, la pena pecuniaria no significa costo alguno para el Estado, al mismo tiempo que produce el máximo de eficacia penal. El sistema económico conserva la fuerza de trabajo, la familia del recluso no se ve arrojada a la caridad pública y la sociedad, a través del Estado, se resarce de los daños causados por el delito en vez de tener que pagar los gastos que demanda la ejecución de las penas de prisión. El principal problema consistía en la determinación precisa de la multa, teniendo en cuenta la condición social del delincuente y los perjuicios causados por el hecho. Si bien el monto de la pena no debía exceder la capacidad de pago del condenado, debía superar por lo menos los beneficios que este último había reportado con la comisión del delito. Como consecuencia de ello, las cárceles se hallaban repletas de individuos incapaces de pagar las rentas pecuniarias que se les había impuesto. Los esfuerzos para reducir la conversión de las penas pecuniarias en penas de cárcel utilizando el sistema de pago en cuotas con el fin de extender el uso de las multas a las clases inferiores, pueden tener éxito tan sólo cuando los sectores afectados por las deudas reciben regularmente un salario por pequeño que sea. Ello explica que la cantidad de penas pecuniarias disminuya en los periodos de desempleo agudo debido a que se reducen las posibilidades efectivas de su pago, mientras que el número de las penas de prisión sucedáneas tiende a aumentar.

Cabe considerar no obstante un grupo de delitos –como la mendicidad y la prostitución, que en muchos países se sancionan con penas pecuniarias- para con el cual el Estado no tiene siquiera la intención de poner fin a una situación considerada indeseable. Lo único que se persigue en estos casos es el control de los individuos y la imposición de la obediencia a ciertas reglas formales. De todas las prostitutas condenadas en Inglaterra entre 1928 y 1934, al 89% se les impuso el pago de una multa, la misma pena se impuso entre 1928 y 1931 al 67% del total de acusados de violar las leyes contra el vagabundeo. Es obvio que la finalidad de las penas de esta clase está alejada de toda idea de resocialización; si no fuera así resulta imposible entender por qué se aplica una pena de tipo pecuniario precisamente a aquellos a quienes se sanciona por la forma en que se ganan la vida ya que el dinero para cumplir la obligación con el Estado no puede provenir por lo común de otra fuente más que de la ocupación por la que son reprimidos. El Estado se limita a la aplicación de tales penas porque no está interesado en los problemas de dichas clases sociales, y menos aún en su rehabilitación.

Se ha desarrollado pues una vasta comercialización del sistema penal junto a la extensión del uso de las penas pecuniarias. A diferencia de la cárcel, el sistema de multas no posee necesariamente el efecto negativo de penetrar en la vida entera del individuo; sin embargo, tiene un profundo efecto clasista porque sus consecuencias difieren ampliamente según la clase social afectada. La situación es todavía peor cuando el delito constituye la consecuencia, en todo o en parte, de una condición social de extrema pobreza. Se puede así concluir que la aplicación de penas pecuniarias encuentra su límite natural en las condiciones materiales de existencia de las clases inferiores de la sociedad.

XI. NUEVAS TENDENCIAS EN LA POLÍTICA PENAL

Las modernas teorías reformistas no abandonaron jamás el principio de la represión como una forma adecuada de combatir la criminalidad, no obstante en el ámbito fascista pueden señalarse algunas transformaciones. La lucha del nuevo grupo dominante nazi en el campo del derecho material se dirige ante todo contra dos aspectos: como indica Carl Schmitt “la eliminación de conceptos generales –como los de culpa, concurso de individuos en el delito y tentativa-, así como de tipos penales concretos, que son condenados como abstracciones artificiales e inútiles, completamente ajenos a las relaciones sociales reales” y contra la excesiva taxatividad de las normas penales. Esto representa un ataque al poder de los jueces de ampararse en el principio de subordinación formal a la ley. Ataque que se expresa aún más claramente con la reintroducción del principio de analogía y el abandono del principio nulla poena sine lege (ninguna pena sin ley). Todo esto otorga al ejecutivo las herramientas necesarias para imponer a los jueces reacios una interpretación de las normas en concordancia con los deseos del grupo dominante.

Un rasgo distintivo de la política socioeconómica nazi es la necesidad declarada de mantener muy bajo el nivel de vida de las clases dominadas. Con el fin de facilitar la aceptación consensual por parte de las masas se realizan todos los esfuerzos posibles para fomentar la distinción moral entre aquellos que a pesar de su pobreza obedecen la ley y los grupos que, por el contrario, se han entregado a la delincuencia. De este modo las desventuras y desgracias de los criminales se exponen a los ojos del pueblo con el objeto de reemplazar la ausencia de mejoras reales en las condiciones de existencia. De ahí que uno de los aspectos más notables del nuevo sistema sea la reintroducción de la pena capital, aplicada con frecuencia contra los opositores políticos por los denominados “tribunales del pueblo”. Otra tendencia se puede observar en el tratamiento de ciertos delitos que si bien no representan una oposición política al Estado, constituyen de una u otra forma el resultado de factores criminógenos sociales. En tales casos se aísla inmediatamente el delito de su base social y se le califica como una traición a la comunidad y una violación del deber de fidelidad al régimen.

La tendencia a incrementar la severidad y duración de las penas privativas de libertad es claramente apreciable. Los jueces están sujetos a fuertes presiones dirigidas a aumentar la intensidad de las penas con el argumento de defender la autoridad del Estado. También desciende el número de sentencias absolutorias. Asimismo se llevaron a cabo esfuerzos para eliminar explícitamente las garantías legales inherentes a la teoría según la cual los reclusos son portadores de derechos subjetivos. La función de las normas penitenciarias se convirtió así de una garantía de los derechos de los detenidos en una garantía para la actividad represiva de la administración de prisiones. No obstante, el desarrollo de algunos rasgos típicos de la política penal nazi –disminución de las penas pecuniarias, aumento en el número y duración de las penas de prisión- había comenzado antes del ascenso de Hitler en 1933. Cabe pues concluir que el aumento de la severidad del sistema punitivo constituye un cambio en la política criminalista condicionado en primer lugar por la crisis económica. Los sucesos políticos de 1933 no hicieron más que acentuar este proceso, en particular a causa del uso extendido de la pena de muerte, de los trabajos forzados añadidos a la pena de prisión y del aumento progresivo de las penas de larga duración.

La teoría penal italiana, por su parte, permaneció apegada a la doctrina liberal tradicional. Sin embargo también en Italia el carácter “ilógico” de la teoría penal ganó posiciones, el derecho penal perdía su función de garante de los derechos individuales y se transformaba en un conjunto de normas instrumentales para el cumplimiento de los objetivos estatales. Bajo el fascismo, la distinción entre lo prohibido y lo permitido se determinaba en cada caso particular mediante un acuerdo directo con el aparato burocrático-administrativo.

En ambos regímenes, junto al deterioro de las condiciones carcelarias, producto en parte de una disminución del nivel de vida, el rasgo más importante de la nueva política penal fue la superpoblación de las prisiones, a lo que se añade la imposibilidad de proporcionarles una cantidad adecuada de trabajo productivo. La crisis económica había limitado el trabajo en prisión incluso en aquellos países en que la población carcelaria era relativamente reducida.

XII. POLÍTICA PENAL Y CIFRAS DE CRIMINALIDAD

Mantener estas hipótesis supone enfrentarse con el enfoque que sostiene que la política penal constituye una especie de compuerta que puede utilizarse para reglar el flujo de la criminalidad. La introducción de nuevos métodos o gradaciones en el sistema punitivo se acompaña del argumento de que un incremento en las tasas delictivas es el resultado de una excesiva lenidad y viceversa, que el aumento de la cifra criminal puede reducirse intensificando la severidad de las penas. Sin embargo esta relación no se ve confirmada por un esfuerzo intelectual serio.

Los cambios en la política penal no inciden de forma significativa en las cifras delictivas, esto es, no adquieren en modo alguno la importancia causal que poseen los factores sociales en determinar el fenómeno de la delincuencia. Si los efectos concretos de la política penal pudieran aislarse, es decir, si pudieran examinarse en un periodo de absoluta estabilidad política y social, tal vez sería posible verificar cierta influencia de una política criminalista determinada. Sin embargo, esta necesidad de aislar sus efectos para verificar su eficacia es la que pone en evidencia la irrelevancia social de la política penal como factor condicionante de las cifras de la criminalidad. Estas sólo pueden contenerse en el supuesto de que la sociedad proporcione a sus miembros cierta seguridad y un nivel adecuado de vida. Tan sólo bajo esas circunstancias el paso de una política penal represiva a un programa progresista de reformas puede trascender el mero humanitarismo formal para convertirse en una actividad social verdaderamente constructiva.

